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1. INTRODUCCIÓN  
 
El presente estudio reviste importancia porque aborda un tema de vanguardia en el 
contexto colombiano como es la responsabilidad del Estado por falla médica, problemática que 
cada vez más va en aumento, por la dinámica misma del Sistema de Salud, el cual a través de los 
cambios que ha tenido, denota falencias de índole administrativo, de infraestructura y medios, lo 
que trae como consecuencia la desconfianza en los usuarios, precariedades en el servicio y por 
ende la alta prevalencia de situaciones donde por acción u omisión se causa daño a los 
beneficiarios del Sistema de Salud.  
La novedad del trabajo radica, en que se hizo una sistematización y análisis de la 
jurisprudencia que desde 1991 se ha promulgado en torno al tema por parte del Consejo de 
Estado; lo que permite evidenciar los cambios que en torno a las disposiciones se han dado en las 
últimas décadas. 
El desarrollo investigativo es pertinente por el carácter eminentemente jurídico con énfasis 
en lo social, porque la salud es uno de los pilares fundamentales para el desarrollo humano de un 
país.  
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN  
 
La problemática de la responsabilidad por fallas médicas, es un fenómeno que cada vez va 
en aumento en el contexto mundial, por ende Colombia no es la excepción.   
 
Así lo demuestran dos estudios llevados a cabo por la Sociedad Colombiana de Anestesia y 
Reanimación  SCARE – FEPASDE y por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses (INMLCF) Seccional Cali.  Ambos trabajos señalan que la mayoría de los procesos de 
responsabilidad médica se adelantan ante la jurisdicción penal; mientras que se desconoce la 
cantidad de demandas interpuestas ante la jurisdicción civil.   
 
Las demandas contra los médicos y las instituciones prestadoras de servicios de salud van 
en aumento. Para el 2007 el Instituto de Medicina Legal atendió en Colombia 164 solicitudes de 
dictámenes de lesiones personales pro presunta responsabilidad médica (Soriano Bernal, 2007), 
cifra que para el 2008 se incrementó a 209 solicitudes por la misma causa, lo que equivale a un 
aumento del 27.4% (Soriano Bernal, 2008).  Para la misma vigencia del 2008, el Instituto reportó 
8 casos de solicitudes de dictámenes sobre muerte por presunta responsabilidad médica (Ricaurte 
Villota, 2009).   
 
Señalan los estudios que las especialidades médicas con más demandas en Colombia son 
en su orden decreciente: Gineco – obstetricia, Cirugía General, Medicina General y Cirugía 
Plástica (Ricaurte Villota, 2009).  
 
Ahora bien, el origen de las fallas médicas se centran en no seguir los protocolos, el mal 
diligenciamiento de las historia clínica, aspectos alusivos al consentimiento informado (Ricaurte 
Villota, 2009), empero la razón fundamental es que los profesionales de la salud y las 
instituciones Prestadoras de Servicios desconocen los procesos jurídicos a los cuales se pueden 
ver abocados por fallas, negligencia, omisiones al momento de prestar el servicio.   
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Pero el problema de las fallas médicas hay que verlo más allá,  porque el ejercicio de la 
profesión de los galenos y la atención en salud en general han tenido que afrontar una serie de 
cambios motivados por la implementación de la Ley 100 de 1993 y las normas que la regulan y 
modifican.   
 
Así las cosas, se cambió el modelo de atención médica, dejando de lado el paternalista, que 
le daba autonomía al médico en la toma de decisiones bajo la premisa que actuaba a favor del 
paciente (Vélez Correa, 2003), el rol del consultante era la de atender lo recomendado por el 
profesional.  Con el modelo actual, el médico ha perdido autonomía y debe ajustarse a dinámica 
de atención, en términos de tiempo, formulación de medicamentos, entre otros que permita la 
entidad prestadora del servicio.  
 
A ello se suma que el desarrollo tecnológico ha traído nuevos riesgos para los pacientes, 
las nuevas técnicas quirúrgicas, los nuevos métodos diagnósticos, la medicina intervencionista y 
las nuevas terapias utilizadas hoy en día, no son inocuas, traen consigo efectos secundarios y en 
ocasiones mayores riesgos, a los cuales antes no se veían enfrentados los pacientes (Corte 
Constitucional, 1992) 
 
Otro cambio sustancial es la carta política colombiana vigente desde 1991, en la cual se da 
un papel preponderante al individuo y la sociedad, siendo el ser humano un sujeto de derechos, 
además introduce el concepto de derechos fundamentales, considerando la salud como un 
derecho fundamental en conexidad con la vida, resultado del desarrollo jurisprudencial de la 
Corte Constitucional (Corte Constitucional, 1995).  
 
Con base en lo expuesto, surge la siguiente pregunta de investigación:   
 
2.1 Formulación  de la pregunta 
¿Cuáles la evolución jurisprudencial de la responsabilidad médica en Colombia?
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3. HIPÓTESIS  
 
Hipótesis Afirmativa  
 
Existe evolución jurisprudencial en la responsabilidad del Estado por falla médica en Colombia. 
 
 
Hipótesis Negativa  
 
No ha evolucionado jurisprudencialmente la responsabilidad del Estado por falla médica en 
Colombia. 
E v o l u c i ó n  J u r i s p r u d e n c i a l  r e s p e c t o  a  l a  r e s p o n s a b i l i d a d  m é d i c a  | 8 
 
 
4. JUSTIFICACIÓN  
 
El tema de investigación propuesto, reviste importancia por ser una problemática de 
vanguardia en el contexto internacional y nacional, como bien se expuso en los antecedentes y la 
descripción del problema.  
 
A ello se suma, que se aborda un tema álgido en el campo social y jurídico como lo es el 
derecho a la salud, que de una u otra manera se ve vulnerado o se pone en riesgo por las fallas 
médicas; de ahí que como abogadas y futuras especialistas en Derecho Administrativo, los 
resultados obtenidos son de importancia en el ejercicio profesional, máxime cuando la finalidad 
es hacer un análisis desde lo jurisprudencial.   
 
El trabajo reviste novedad porque con base en lo manifiesto en el Estado del Arte, si bien 
se han realizado estudios relacionados con el tema, no se encontró referencia con énfasis en lo 
netamente jurisprudencial, como es la pretensión de la presente propuesta.    
 
Los resultados obtenidos, son la base para discusiones académicas al interior de la 
Especialización, así mismo es un aporte significativo en el desempeño profesional de las autoras.   
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5. OBJETIVOS  
 
5.1  OBJETIVO GENERAL  
Analizar la evolución de la jurisprudencia respecto a la responsabilidad del Estado 
colombiano por falla médica   
 
5.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
- Determinar los lineamientos normativos que rigen la responsabilidad médica 
- Establecer los elementos fácticos para la configuración de la falla médica. 
- Identificar los pronunciamientos del Consejo de Estado respecto a la responsabilidad del 
Estado Colombiano por falla médica 
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6 MARCO REFERENCIAL  
 
6.2 Estado del arte.  
Como parte de la revisión de antecedentes, se encontraron estudios relacionados con el 
tema, desde el contexto internacional y nacional, así las cosas se tiene que:   
 
Miguel Ángel Quintero Meza. La responsabilidad patrimonial del Estado por la falla en la 
prestación del servicio médico asistencial. Acto médico defectuoso en las entidades de salud del 
Estado. Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario. Maestría en Derecho Administrativo. 
Facultad de Jurisprudencia. Bogotá D.C. (2012).  
 
El énfasis del estudio en referencia, se centra en la discusión propuesta por el autor, con 
relación a la dificultad de regular mediante una cláusula de responsabilidad de corte objetivista 
una situación de derecho que ha sido tratada, de acuerdo a sus particularidades, con un sistema 
basado en la culpa, sea presunta o probaba, empero subjetiva.  
 
Algunos de los interrogantes direccionadores del proceso investigativo, planteados por el 
autor fueron: ¿Cuál es el título de imputación jurídica en la responsabilidad médica del Estado y 
de qué manera ha evolucionado el tema probatorio de dicho título?; ¿Qué clases de daños 
antijurídicos pueden darse de manera especial en el contexto de la responsabilidad médica 
estatal?.   
 
En lo que respecta a los resultados expuestos por el autor, se tiene:   
 
La responsabilidad médica del Estado requiere que se gobierne por un régimen subjetivo 
de responsabilidad, que con base a lo manifiesto por el Consejo de Estado corresponde al título 
de imputación de falla del servicio cuya prueba le incumbe al demandante, quien puede echar 
mano de todos los medios probatorios a su alcance (Quintero Meza, 2012, p.  271).  
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No existe claridad jurisprudencial con relación al desarrollo conceptual del daño 
antijurídico al momento de aplicarlo a casos de responsabilidad médica del Estado. 
 
Para la determinación de las conductas negligentes o culposas de los médicos en los juicios 
de responsabilidad médica, la lex artis ad hoc, debe valorarse en el contexto de las circunstancias 
de tiempo, modo y lugar en que se desplegó la conducta del agente, teniendo en cuenta siempre 
la oportunidad de la atención y la disponibilidad de recursos y medios para el diagnóstico y 
tratamiento de la patología (Quintero Meza, 2012, p.  276).      
 
La responsabilidad patrimonial del Estado, es una noción que implica asumir las 
consecuencias económicas de un hecho dañoso sea bajo un régimen subjetivo u objetivo 
dependiendo de las circunstancias particulares en que se desenvuelve la actividad del agente 
(Quintero Meza, 2012, p.  276).  
 
Wilson Ruiz  Orjuela. Responsabilidad Médica estatal. En: Ámbito Jurídico. Río Grande. 
XIV. No. 95. (2001). Recuperado de:  <http://www.ambito-
juridico.com.br/site/index.php?n_link=revista_artigos_leitura&artigo_id=10783. Consultado en 
enero de 2016.   
 
Con relación al tema el autor afirma que la responsabilidad médica  es una problemática 
que suscita controversias y numerosos conflictos judiciales, debido a que es el reflejo del 
deterioro de la ciencia médica como una rama paternalista, desplazándose cada vez más la 
relación vertical médico-paciente, en virtud de las exigencias sobre consentimiento informado y 
la aplicación responsable de las nuevas técnicas y avances tecnológicos para el tratamiento e 
investigación de enfermedades (Ruiz Orjuela, 2011).   
 
Señala el autor que América latina comparte las preocupaciones sobre la práctica médica, 
siendo un régimen común el de la responsabilidad subjetiva tanto en el campo civil profesional 
como patrimonial de las entidades de salud pública como es el caso de Chile y Argentina, donde 
la jurisprudencia es generosa en el tratamiento de los conflictos derivados del ejercicio médico 
fallido (Ruiz Orjuela, 2011). 
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En lo que respecta a Colombia, considera que hay un desarrollo jurisprudencial paralelo al 
español frente a las teorías de las cargas dinámicas de la prueba, especialmente del nexo causal y, 
a las teorías de inversión de la prueba (Ruiz Orjuela, 2011). 
 
Es así como la investigación en mención hace un recuento de la evolución del tratamiento 
judicial en Colombia sobre la responsabilidad médica estatal, así como un análisis de los 
obstáculos para disminuirlo por la forma cómo funciona el Sistema de salud en Colombia.   
 
En el contexto iberoamericano la responsabilidad médica estatal, se hace manifiesta así:  
 
Chile: Tiene fundamento constitucional. El sistema de imputación es de naturaleza 
objetiva, de ahí que el daño recae directamente sobre el órgano administrativo competente y la 
víctima puede demandar directamente al organismo de salud respectivo, por tanto queda relegada 
la culpa personal de funcionario público, cuya relación se limita a la que tiene con la entidad 
pública en cuya representación actuó (Ruiz Orjuela, 2011).   
 
Venezuela: Establece fronteras claras entre la responsabilidad personal del médico, del 
personal asistencial y la responsabilidad de la institución. En este país la responsabilidad no es de 
naturaleza objetiva, por ello se establece la diferencia entre la responsabilidad personal del 
galeno, que puede ser civil, penal, disciplinaria o ético médica; aunque, aclara el autor, no se 
excluye la importancia de las instituciones de salud para la protección del derecho a la salud, por 
ser catalogado como derecho fundamental social, están en la obligación de prestar un servicio 
con calidad.   
 
México: En este país sólo es responsable el profesional que ejerce como médico, por ende 
a título personal o la persona pública de la cual depende, responden por las imprevisiones, 
negligencias, impericias, falta de reflexión y cuidado o falta de destreza por exceso de confianza 
cuando se arriesga la integridad del paciente.  
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La responsabilidad administrativa se convierte en disciplinaria para el galeno que actúa 
como servidor público. La responsabilidad civil va de la mano con la responsabilidad penal del 
médico por la mala praxis.   
 
Argentina: La doctrina argentina considera que cuando un paciente acude a un hospital 
público se establece una relación contractual con el médico que labora en la institución que le 
brinda el servicio, por ende, en caso de un posible error o daño, la responsabilidad del galeno es 
contractual (Ruiz Orjuela, 2011).  
 
España: La jurisprudencia  actual española rechaza la responsabilidad objetiva y en todo 
evento, la carga de la prueba de la culpa médica y del nexo causal corresponde a quien demanda 
la falla médica, aunque el Tribunal Supremo admite en algunos casos la teoría de la distribución 
de las cargas y en otros la inversión de la carga de la prueba en atención a lo desproporcionado 
del resultado del acto médico.  
 
Colombia: Al momento, la jurisprudencia considera que los casos de falla médica deben 
analizarse bajo el principio de las cargas probatorias dinámicas, dependiendo en cada evento 
litigioso cuál de las partes está en mejores posibilidades de demostrar la falla en el servicio.   
 
Juan Pablo Arango Pérez; Fabio Avendaño Ayala; Iván Martínez Quiñones. Demandas por 
responsabilidad médica atendidas en el Centro de Estudios en Derecho y Salud – CENDES – de 
la Universidad CES. Medellín 2005 a  2009. (2012).  
 
Como bien lo indica el título del estudio, los autores caracterizaron las demandas por 
responsabilidad médica que llegan al Centro de Estudios de Derecho y Salud – CENDES – de la 
Universidad CES de Medellín, con el fin de establecer el riesgo jurídico al que se ven abocados 
los profesionales de la salud y las instituciones prestadoras.   
 
Entre los principales resultados encontrados por los autores, se tiene:  
 
E v o l u c i ó n  J u r i s p r u d e n c i a l  r e s p e c t o  a  l a  r e s p o n s a b i l i d a d  m é d i c a  | 14 
 
De 143 expedientes completos, la mayoría de los casos son llevados porla jurisdicción 
Contenciosa Administrativa (66%), seguida de la jurisdicción Civil (33%); el grupo de 
profesionales más demandados son los Médicos Generales (26%); en cuanto a especialidades, las 
áreas quirúrgicas son las más demandadas (50%); las demandas contra las instituciones públicas 
representan el 61% de los casos; las instituciones de alta complejidad reciben el mayor número 
de demandas (54%); la muerte es la lesión que más demandas generó (72 de 143 casos); la falla 
en el servicio (64%), seguida de la negligencia (28%) fueran las principales causales de 
responsabilidad; los perjuicios morales y los perjuicios materiales fueron los principales daños 
encontrados en el estudio. 
 
En suma concluye el estudio, la relación médico – paciente, requiere de dedicación de 
tiempo, de tal manera que el consultante pueda brindar la información suficiente para que el 
galeno tenga claridad sobre la evolución de su estado y los planes de tratamiento; el seguimiento 
razonable de las guías y protocolos de atención y un diligenciamiento juicioso de las historias 
clínicas; ya que éstos son algunos elementos protectores frente a las demandas, los cuales no 
requieren grandes inversiones de tiempo y dinero, sólo la plena convicción de que con su 
aplicación se garantiza la atención segura y de calidad a los pacientes 
 
6.3 Marco Histórico  
 
La  investigación tuvo como punto de partida la historia del Consejo de Estado en 
Colombia, al respecto se encontró una síntesis realizada por Gómez Hernández (2014):  
 
El origen del Consejo de Estado tuvo lugar tras el Decreto de Simón Bolívar expedido en 
la ciudad de Angostura el 30 de octubre de 1817, en ese momento funcionaba como un órgano 
político administrativo, que sustituyó, en alguna medida, la representación ciudadana en los 
cuerpos de elección popular y contribuyó a la toma de decisiones administrativas, legislativas y 
de gobierno propias del Estado. 
 
En la Constitución de 1821 se consagró un cuerpo semejante pero bajo un nombre distinto: 
Consejo de Gobierno. Se empieza hablar del Consejo de Estado a partir del 27 de agosto de 
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1828, cuando Bolívar en calidad de Libertador Presidente de la República de Colombia, lo crea 
para preparar todos los decretos y reglamentos que haya de expedir el jefe del Estado y dar su 
dictamen al Gobierno sobre algunos asuntos indicados en el mismo decreto orgánico. 
 
En el Estado de la Nueva Granada de 1832 sigue constituyéndose el Consejo de Estado 
como un órgano consultivo, junto con el Consejo de Gobierno, quien tenía la misión de asistir 
con su dictamen al Presidente de la República en el despacho de todos los negocios de la 
administración. 
 
Sin embargo, en la Constitución Política de la República de la Nueva Granada de 1843, se 
abolió el Consejo de Estado, conservando sólo el Consejo de Gobierno como cuerpo consultivo 
del ejecutivo hasta la Constitución de 1853. Durante el periodo de 1858 y 1863 ninguna de las 
Constituciones contemplaron al Consejo de Estado ni otro organismo similar. 
 
La Constitución de 1886, revive la institución del Consejo de Estado después de 40 años de 
desaparición, se prevé por primera vez no solo como cuerpo consultivo del gobierno, sino 
además, como máximo juez de la administración, es decir, se le asignó la función de órgano 
supremo de lo Contencioso Administrativo . 
 
En el año de 1905 se suprime el Consejo de Estado nuevamente y hasta el 10 de septiembre 
de 1914 se restable, como supremo cuerpo consultivo del gobierno en asuntos de administración 
y como tribunal supremo de lo contencioso administrativo, además le estableció como función la 
de preparar los proyectos de ley y códigos que deban presentarse a las cámaras legislativas y 
proponer las reformas convenientes en todas las ramas de la administración. A partir de 
septiembre de 1914, el Consejo de Estado y la jurisdicción contencioso administrativa han 
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6.3 Marco Jurídico  
 
Constitución Política de Colombia. En su artículo 49 señala: “La atención de la salud y el 
saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las 
personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. 
 
Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a 
los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, universalidad 
y solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por 
entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las competencias de 
la Nación, las entidades territoriales y los particulares, y determinar los aportes a su cargo en los 
términos y condiciones señalados en la ley.  
 
Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por niveles de atención y 
con participación de la comunidad.  
 
La ley señalará los términos en los cuales la atención básica para todos los habitantes será 
gratuita y obligatoria.  
 
Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de su 
comunidad”.   
 
Respecto a la responsabilidad patrimonial del Estado, la constitución señala en el artículo 
90 lo siguiente: “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.  
 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, 
que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, 
aquél deberá repetir contra éste”.  
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Ley 23 de 1981, por la cual se dictan normas en materia de ética médica, establece en su 
artículo quinto “que la relación médico – paciente se cumple por decisión voluntaria y 
espontánea de ambas partes, por acción unilateral del médico en caso de emergencia, por 
solicitud de tercera persona o por haber adquirido el compromiso de atender a personas que están 
a cargo de una entidad privada o pública” (…) “igualmente cabe señalar que los elementos de la 
responsabilidad, es decir la conducta, el daño y el nexo de causalidad son…comunes en ambos 
ámbitos” (Martínez Rave, 1993, p. 492).   
 
El  Código de procedimiento administrativo y de lo Contencioso Administrativo en su 
artículo 140 hace alusión a la reparación directa en los siguientes términos:   
“En los términos del artículo 90 de la Constitución Política, la persona interesada podrá 
demandar directamente la reparación del daño antijurídico producido por la acción u 
omisión de los agentes del Estado. 
De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la causa 
del daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal 
o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa 
imputable a una entidad pública o a un particular que haya obrado siguiendo una expresa 
instrucción de la misma. 
Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten 
perjudicadas por la actuación de un particular o de otra entidad pública. 
En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados particulares y 
entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por la cual debe 
responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal del hecho o la 
omisión en la ocurrencia del daño” (Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo). 
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6.4 Marco Conceptual  
 
Acto Médico: Es un tipo de relación especial entre dos personas, para el caso el médico y 
el consultante, a través de la cual se pretende  promover la salud, prevenir y curar la enfermedad 
y rehabilitar al enfermo (Guzmán Mora, et al, 1994).   
 
Dicha relación cumple en cuatro casos: por voluntad libre y espontánea, por solicitud de 
terceras personas y por haber adquirido el compromiso de atender a personas que están a cargo 
de una entidad pública o privada (Guzmán Mora, et al, 1994).   
 
Las acciones que el médico debe desarrollar son de tres clases: acciones pedagógicas, 
preventivas, curativas y reparadoras; por lo general se cree que éstas últimas son las más 
importantes (Vélez Correa, 2003).  
 
Responsabilidad Jurídica: Hace referencia al acatamiento de las normas emanadas por el 
Estado por parte de todos los ciudadanos. Se divide a su vez  en responsabilidad contravencional, 
cuando las normas son de carácter preventivo; responsabilidad penal, cuando las normas están 
consagradas en el código penal, cuya trasgresión implica penas privativas de la libertad; 
responsabilidad civil, cuando las normas están contempladas en el código civil, cuya trasgresión 
implica sanciones indemnizatorias por el daño causado; finalmente, la responsabilidad 
patrimonial del estado, cuando es éste el que debe responder por las actuaciones de sus 
funcionarios (Díaz Granados, 2006).   
 
La responsabilidad se configura cuando se presentan tres elementos: hecho generador, 
daño y la relación de causalidad entre el hecho generador y el daño, este elemento también se 
denomina nexo causal (Díaz Granados, 2006). 
 
Responsabilidad Subjetiva. Requiere que el demandante o afectado, demuestre que el 
imputado incurrió en el desconocimiento o incumplimiento de unos parámetros de conducta que 
le son exigibles y están previamente determinados, para que sea posible atribuirle el deber de 
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indemnizar el daño, es decir, que para determinar si se está en presencia de responsabilidad no 
basta con que se presente un daño, sino que es necesario que ese daño haya devenido del actuar 
doloso o culposo del autor del daño. (El daño antijurídico y la responsabilidad extracontractual 
del Estado Colombiano, 2000, p. 35).  
 
De ahí que, para establecer la responsabilidad extracontractual del Estado basada en la 
Teoría subjetiva o teoría clásica de la culpa, es necesario que se presenten tres elementos a saber: 
el daño, el actuar doloso o culposo del actor y la relación de causalidad entre el daño y el actuar 
doloso o culposo del sujeto generador del daño. Así, una vez constatada la presencia de estos tres 
elementos, se está en presencia de una responsabilidad la cual genera el deber de indemnizar los 
perjuicios por parte del agente generador del daño” (El daño antijurídico y la responsabilidad 
extracontractual del Estado Colombiano, 2000, p. 38). 
Responsabilidad Objetiva. También conocida como teoría del riesgo, señala que la 
responsabilidad se encuentra en el hecho que produjo el resultado dañoso, sin importar si este fue 
cometido con culpa o dolo (Rodríguez, 1981, p. 25). Lo relevante en este tipo de responsabilidad 
es la presencia del daño y la relación de causalidad entre el hecho o acción ejercida y el daño. No 
es necesario analizar si quien realizó la acción lo hizo de una forma dolosa o negligente. Es 
precisamente de ese no que depende que se indemnice o no el perjuicio (Rodríguez, 1981, p. 
30).Para la indemnización del perjuicio solo basta con demostrar la realización de una acción u 
omisión y por supuesto el nexo de causalidad entre ésta y el daño. 
 
E v o l u c i ó n  J u r i s p r u d e n c i a l  r e s p e c t o  a  l a  r e s p o n s a b i l i d a d  m é d i c a  | 20 
 
 
7 DISEÑO METODOLÓGICO  
 
Tipo de Investigación 
 
La investigación se enmarca en un paradigma cualitativo, por lo que se hizo una lectura 
inductiva de la realidad, que parte desde las disposiciones legales y jurisprudenciales respecto de 
la responsabilidad del Estado Colombiano por falla médica. 
 
Enfoque  
El enfoque es exploratorio – descriptivo. Exploratorio porque pocos estudios se han 
encontrado con relación al tema desde una perspectiva jurisprudencial. Descriptivo, porque se 
tomará como base lo expuesto desde la ley y desde la jurisprudencia.  
 
Técnicas de Recolección de Información.  
Revisión documental.  
Revisión de la Jurisprudencia 
 
Fuentes de Información Primaria y Secundaria 
Fuentes primarias. Normatividad y Jurisprudencia.  
Fuentes Secundarias. Revisión documental, artículos. 
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8 DESARROLLO TEMÁTICO  
 
CAPÍTULO I. 




La responsabilidad médica es de medio más no de resultado; es decir su labor está centrada 
en brindar apoyo al enfermo en procura de su mejoría, más no garantizar la salud del mismo. 
Ello tiene soporte en el artículo 1º de la Ley 23 de 1981, que a la letra versa:  
(…) cuidar de la salud del hombre y propender por la prevención de las enfermedades, el 
perfeccionamiento de la especie humana y el mejoramiento de los patrones de vida de la 
colectividad, sin distingos de nacionalidad, ni de orden económico – social, racial, político 
y religioso. El respeto por la vida y los fueros de la persona humana constituyen su esencia 
espiritual. Por consiguiente, el ejercicio de la medicina tiene implicaciones humanísticas 
que le son inherentes (Ley 23 de 1981).  
Como se evidencia el ejercicio de la medicina propende por el bienestar del ser humano, 
por lo que se esperaría que las acciones u omisiones tengan un carácter doloso, aunque hay 
quienes aluden a un dolo eventual, empero dicho tema podría ser motivo de análisis en otro 
estudio.  
 
En Colombia, los profesionales en la salud cuentan con un respaldo jurídico, que es de 
resaltar, así lo evidencia el artículo 105 de la Ley 1438 de 2011 cuando afirma: “El profesional 
de la salud puede emitir con toda libertad su opinión profesional con respecto a la atención y 
tratamiento de sus pacientes con calidad, aplicando las normas, principios y valores que regulan 
el ejercicio de su profesión”.  Es de anotar que los principios de la ética Médica están 
contemplados en el artículo 1º de la Ley 23 de 1981. 
 
Aunado a lo anterior es importante mencionar que:  
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Por el hecho de ejercer la medicina se corre, como en todas las profesiones, un riesgo, 
aunque en este caso posiblemente sea mayor que en cualquier otra actividad. Hay riesgos 
comunes implícitos en la propia naturaleza de la profesión, independiente del tipo de 
ejercicio y especialización. Los riesgos específicos están de acuerdo con especialización y 
ejercicio fundamentalmente (García Blázquez, 1995, p. 21).  
 
Así las cosas, “la responsabilidad del médico por reacciones adversas, inmediatas o tardías, 
producidas por efecto del tratamiento, no irá más allá del riesgo previsto. El médico advertirá de 
él al paciente o a sus familiares y allegados” (Ley 23 de 1981, artículo 16). Por tanto 
 
El médico no expondrá a su paciente a riesgos injustificados. Pedirá su consentimiento 
para aplicar los tratamientos médicos y quirúrgicos que considere indispensables y que 
puedan afectarlo física o psíquicamente, salvo en los casos en que ello no fuere posible, y 
le explicará al paciente o a sus responsables de tales consecuencias anticipadamente (Ley 
23 de 1981, artículo 15).  
 
Si bien el ejercicio de la medicina denota una especial responsabilidad, ello no implica que 
se asuma como una profesión peligrosa, porque “en la medicina el riesgo calculado es una forma 
normal y necesaria de desarrollar los principios más caros de solidaridad, bien común y ayuda al 
prójimo en las actividades peligrosas el ejecutor mira generalmente su propio beneficio” 
(Guzmán Mora &Arias Páez, p. 247); argumento que incluso es acogido por buena parte de la 
doctrina contemporánea, cuando enfatiza que “la inaplicabilidad de la responsabilidad por 
actividades peligrosas, (…) por entender que el acto médico, en sí mismo, no puede ser 
considerado como diáfana expresión de peligrosidad, tanto por razones de índole jurídica, como 
humanista y teleológica (Jaramillo, 2010,  p. 73).  
 
La anterior aseveración es de vital importancia para determinar la responsabilidad del 
galeno en un proceso jurídico, porque si “se considerara que fuera peligrosa, en la jurisdicción 
ordinaria civil, habría que presumir la culpa del profesional y a juicios de otros, además, la 
responsabilidad sería de estirpe objetiva, con todo lo que ello entrañaría, tanto conceptual como 
funcionalmente (Jaramillo, 2010, p. 75).  
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CAPÍTULO II.  
ELEMENTOS FÁCTICOS PARA EL ESTABLECIMIENTO DE LA FALLA 
MÉDICA  
 
La respuesta del Estado por el servicio médico, jurídicamente se enmarca en un régimen 
subjetivo de responsabilidad, es decir, un régimen cuya falla del servicio donde predomina el 
elemento de la culpa.  
Podría afirmarse que la falla médica es una de las mayores generadoras de responsabilidad 
estatal, a consecuencia del deficiente funcionamiento del Sistema de Salud en el país, lo que se 
ve manifiesto en la falta de confianza por parte de los usuarios, la desmotivación de los 
profesionales en sus diferentes áreas del conocimiento de la medicina, fallas en infraestructura y 
falta de medios para brindar un buen servicio; es por todo lo anterior que los yerros en la 
atención pueden hacer presencia en los procedimientos, diagnósticos equivocados, causación de 
daños ya sean por la acción o la omisión de los servidores públicos en el campo de la salud. 
No debe perderse de vista que el ejercicio de la medicina implica probidad, pericia, 
cuidado, responsabilidad y un esfuerzo profesional limitado por la lex artis, es decir, haciendo 
uso de todos los elementos cognitivos, éticos y científicos para procurar el mejor resultado 
aunque el galeno no pueda garantizarlo, pues su profesión es de medios y no de resultados (como 
bien se mencionó en el capítulo anterior), de manera que la sola existencia del daño no podría 
hacer presumir la falla del servicio (Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo 
Sección Tercera, sentencias de 7 de octubre de 1991, 13 de septiembre de 1991 Exp. 6253, 24 de 
octubre de 1990 Exp. 5902,  30 de junio de 1992 Exp. 6897, entre otras). 
El régimen de falla en el servicio médico demanda tres elementos fundamentales:  
El daño antijurídico sufrido por el interesado  
La falla del servicio propiamente dicha, que consiste en el deficiente funcionamiento del 
servicio, porque no funcionó cuando ha debido hacerlo, o lo hizo de manera tardía o 
equivocada 
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Un relación de causalidad entre estos dos elementos, es decir, la comprobación de que el 
daño se produjo como consecuencia de la falla del servicio (Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, 2006).  
Con base en los elementos expuestos el Estado es el llamado a “responder 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u 
omisión de las autoridades públicas” (Briceño Chiriví & Vega Barrera, 2011, p. 17 – 18).  
Ahora bien, por daño antijurídico debe entenderse como el perjuicio provocado a una 
persona que no tiene el deber jurídico de soportar (García de Enterria& Fernández, 1995, p. 370). 
La noción de lesión o perjuicio Antijurídico es de naturaleza objetiva, ya que simplemente 
supone observarsi el patrimonio lesionado tiene o no el deber jurídico desoportar el daño. Para 
saber si se debe soportar dicho daño, el intérprete debe buscar causas que justifique su 
producción – ley o causas exonerativas – y en caso de no encontrarlas, el daño seguirá siendo 
antijurídico (García de Enterria &  Fernández, 1995, p. 372). 
Señala el autor en referencia que para que exista lesión se requiere, que el detrimento 
patrimonial sea antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria a derecho, sino, 
simplemente, porque el que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo (García de Enterria 
&  Fernández, 1995, p. 374). 
Para el caso colombiano, el Consejo de Estado se apoyó en los fundamentos de la Doctrina 
española, por lo que desecha la falla en el servicio médico como fundamento único de la 
responsabilidad.  
Así las cosas, el Consejo de Estado define el daño antijurídico como:“La lesión de un 
interés legítimo, patrimonial o extramatrimonial que la víctima no está en la obligación de 
soportar (…) se ha desplazado la antijuricidad de la causa del daño al daño mismo”. Por 
consiguiente, “el daño antijurídico puede ser el efecto de una causa ilícita, pero también de una 
causa lícita. Esta doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de responsabilidad 
subjetiva y objetiva (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Expediente 
8163).  
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A partir del artículo 90 de la Constitución, la responsabilidad no se genera siempre por una 
conducta dolosa o culposa que debe ser sancionada, sino por el quebrantamiento patrimonial que 
se debe reparar. La atención se desplazó desde el autor o la conducta causante del daño, hacia la 
víctima. La finalidad de la responsabilidad es básicamente el hacer recaer sobre el patrimonio de 
la administración, el daño sufrido por el particular(González Noriega, 2009, p. 50).  
A partir de lo expuesto en el artículo 90 de la Constitución Política (…), que a la letra dice: 
El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, 
que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, 
aquél deberá repetir contra éste (Constitución Política de Colombia, 1991).  
(…) podría decirse con relación al daño antijurídico:  
1. Se convirtió en el fundamento del deber reparatorio del Estado. Para efectos de la 
declaratoria de responsabilidad se exigió el fundamento (daño antijurídico) y la imputación 
al Estado (atribución del deber jurídico de indemnizarlo). 2. El daño antijurídico se definió 
como aquel que causa un detrimento patrimonial que carece de título jurídico valido y que 
excede el conjunto de las cargas que normalmente debe soportar el individuo en su vida 
social.  3. Se desplaza el “centro de gravedad” de la responsabilidad” hacia una noción de 
tinte objetivo, como es la de daño antijurídico. 4. La noción de daño antijurídico hace 
pensar la extensión de la responsabilidad del Estado a los tres poderes que componen, y no 
solo al ejecutivo. Es decir, bien se puede concebir la responsabilidad del Estado Legislador 
y del Judicial (Henao Pérez, 1991, p. 771). 
Así las cosas, frente a la responsabilidad por falla médica, emergen otros elementos del 
régimen de falla, a saber: la culpa o falla del servicio, el daño y a relación de causalidad entre 
ellas (Fernández, 2008, p. 142). 
La culpa. En el campo médico se concibe “que el profesional incurre en culpa, cuando 
infringe la llamada lex artis o lex artis ad hoc, norma de conducta que exigen el buen 
comportamiento profesional” (Fernández, 2008, p. 96).  
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La culpa se puede generar por las siguientes razones.  
- Imprudencia. Actuación temeraria o precipitada, inexcusable.  
- La impericia. No estar preparado desde el punto de vista técnico – científico.  
- La Negligencia. Descuido, omisión o postergamiento de una determinada actuación, sin 
causa justificada.  
- El irrespeto a una norma reglamentaria.  
No debe perderse de vista, que en el ámbito de lo público, la responsabilidad por falla en el 
servicio médico se puede declarar no obstante la ausencia de culpa de los profesionales de la 
entidad respectiva. 
El daño. “Es el fundamento del restablecimiento patrimonial (…) es uno de los elementos 
esenciales de la responsabilidad civil y administrativa, sin cuya existencia o demostración, no 
cabe decretar indemnización alguna” (Ruiz Orjuela, 2006, p. 33).  
Relación de causalidad. “es el método filosófico – científico que procura el conocimiento 
de las cosas (o de las verdades) a través del estudio y análisis de sus causas” (Paludi, (SA), p. 
33). 
Con relación a este último elemento, señala el Consejo de Estado, que debe insistirse en 
que la presunción de causalidad será siempre improcedente; porque el nexo causal siempre está 
presente y la carga de su demostración corresponde al demandante, en todos los casos (Consejo 
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CAPÍTULO III.  
PRONUNCIAMIENTOS DEL CONSEJO DE ESTADO RESPECTO A LA 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO POR FALLA MÉDICA  
 
 
Como punto de partida, es oportuno mencionar que la declaratoria de responsabilidad por 
el servicio médico a cargo del Estado, se ha enmarcado en el régimen subjetivo de 
responsabilidad, es decir, el régimen de la falla del servicio donde predomina el elemento de la 
culpa.  
Lo anterior soportado en que el ejercicio profesional de la medicina implica probidad, 
pericia, cuidado, responsabilidad y un esfuerzo profesional limitado por la lex artis, es decir, que 
haciendo uso de todos los elementos cognitivos, éticos, científicos para procurar el mejor 
resultado así el galeno no pueda garantizarlo porque como bien se manifestó en apartados 
anteriores dicha profesión es de medios y no de resultados, de ahí que la sola existencia del daño 
no puede hacer presumir la falla del servicio.  
Entrando en materia en lo que respecta  a la evolución jurisprudencial respecto a la 
responsabilidad del Estado Colombiano por falla médica, es menester mencionar que 
inicialmente se consideró el sistema de falla probada tanto para los errores hospitalarios como 
para los errores médicos, lo que da un cambio jurisprudencia en 1992 cuando se  reflexionó al 
respecto y se conservó la exigencia al demandante cuando se trataba de probar las fallas 
hospitalarias por los errores en la prestación del servicio y los daños consecuentes de 
irregularidades u omisiones por parte de la institución prestadora del servicio, para este primer 
momento el Consejo de Estado consideró oportuno aclarar que la responsabilidad civil que se 
demanda de los entes hospitalarios públicos es una responsabilidad civil extracontractual, cuya 
razón de ser estriba en el artículo 49 de la Constitución Política que define el servicio de salud 
como un servicio público a cargo del Estado sea que este lo preste de forma directa o bajo su 
supervisión y control; aunque con posterioridad se resolvería esta distinción, señalando que tanto 
la responsabilidad de los médicos de entidades públicas como esas mismas instituciones que 
tienen a su cargo la prestación del servicio de salud, se enfrentan a una responsabilidad civil 
extracontractual frente al paciente (Consejo de Estado. Sentencia de abril 11 de 2002). 
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A propósito del artículo 49 de la Carta Política, la Corte Constitucional en Sentencia del 20 
de octubre de 1992, señaló:  
Estableció el Constituyente a través de la norma citada, que el Servicio de Salud tiene el 
carácter de servicio público, cuya obligación le corresponde prestarla al Estado. Y está 
garantizada la prestación de este servicio a todas las personas residentes en Colombia (...); 
“Prevé la norma, una relación de colaboración entre las entidades territoriales, la Nación y 
los particulares en donde cada quien, aporta para la prestación del servicio de salud y 
también en idéntica forma se determina la competencia para hacerlo realidad, competencia 
que dará la oportunidad para establecer la responsabilidad por las fallas del servicio en que 
puedan incurrir las entidades y personas encargadas de su ejercicio”. De acuerdo con el 
mandato constitucional la atención en salud es un servicio público a cargo del Estado. 
Dicho mandato implica que el Estado organiza, dirige y reglamenta dicho servicio, el cual 
puede ser prestado por entidades particulares, respecto de las cuales debe establecer 
mecanismos de vigilancia y control, o puede ser atendido de manera directa a través de las 
empresas sociales del Estado, entidades públicas descentralizadas, con un régimen 
especial, conforme a la función que cumplen. Sin duda, en este caso, el anormal 
funcionamiento de la atención hospitalaria genera responsabilidad de carácter 
extracontractual, pues surge, de manera exclusiva, de la relación entre el paciente Peña 
Mejía y el Hospital Universitario San Jorge de Pereira, que es de naturaleza legal y 
constitucional. El daño es imputable a esta Empresa Social del Estado, quien presta de 
manera directa el servicio público de salud, en desarrollo del mandato del artículo 49 de la 
Constitución Política (…) (Corte Constitucional, Sentencia de octubre 20 de 1992).  
Ahora bien, pese a seguir siendo la falla el elemento esencial de la responsabilidad estatal 
por la prestación del servicio médico, surgiría la tesis de la falla inferida (Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, 1992); que pretendía considerar como aceptable la 
prueba de la falla del servicio a través de la acreditación de las circunstancias que rodearon el 
caso concreto, circunstancias según las cuales el juez pudiera deducir la falla, llamada también 
falla virtual, en aplicación del principio aquel  de que “las cosas hablan por sí solas” 
o ipsa loquitur. 
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En tercer lugar, surgiría el régimen de la falla presunta, que invierte la carga probatoria en 
cabeza de la entidad demandada, presumiendo así mismo un rigor científico en la prueba del 
servicio médico que sólo el ente asistencial accionado a través de sus profesionales médicos 
puede explicar en juicio, debiendo acreditar  el demandante el daño y el nexo causal y, el 
demandado en su defensa, que actuó con la mayor pericia y diligencia en los procedimientos 
suministrados al paciente. Así lo sostuvo el  máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
a partir del año 1992:  
(…) Ahora bien, por norma general le corresponde al actor la demostración de los hechos y 
cargos relacionados en la demanda. Sin embargo, con mucha frecuencia se presentan 
situaciones que le hacen excesivamente difícil, cuando no imposible, las comprobaciones 
respectivas, tal el caso de las intervenciones médicas, especialmente quirúrgicas, que por 
su propia naturaleza, por su exclusividad, por la privacidad de las mismas, por encontrarse 
en juego intereses personales o institucionales etc., en un momento dado se constituyen en 
barreras infranqueables, para el paciente, para el ciudadano común obligado procesalmente 
a probar aspectos científicos o técnicas profesionales sobre los cuales se edifican los cargos 
que por imprudencia, negligencia o impericia formula en el ejercicio de una determinada 
acción judicial, contra una institución encargada de brindar servicios médicos u 
hospitalarios. Sin duda, resultaría más beneficioso para la administración de justicia en 
general, resolver esta clase de conflictos, si en lugar de someter al paciente, normalmente 
el actor o sus familiares, a la demostración de las fallas en los servicios y técnicas 
científicas prestadas por especialistas, fueron éstos, los que por encontrarse en las mejores 
condiciones de conocimiento técnico y real por cuanto ejecutaron la respectiva  conducta 
profesional, quienes satisficieran directamente las inquietudes y cuestionamientos que 
contra sus procedimientos se formulan. Podrán así los médicos exonerarse de 
responsabilidad y con ello los centros clínicos oficiales que sirven al paciente, mediante la 
comprobación, que para ellos, se repite, es más fácil y práctica, de haber actuado con la 
eficiencia, prudencia o idoneidad requeridas por las circunstancias propias al caso 
concreto, permitiéndose al juzgador un mejor conocimiento de las causas, procedimientos, 
técnicas y motivos que llevaron al profesional a asumir determinada conducta o 
tratamiento. 
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Esta, por lo demás, es la orientación moderna de algunas legislaciones, que pretenden en 
los casos de los profesionales liberales atribuir a éstos la carga de la prueba de haber 
cumplido una conducta carente de culpa. Precisamente, en relación con el tema comentado 
y su consagración en el "Proyecto de unificación de la legislación civil y comercial" de 
Argentina, el profesor Augusto M. Morello en su obra "La Prueba. Tendencias modernas", 
Editorial Platense  -  Abeledo - Perrot, 1991, páginas 84 y 85 escribe:"1) En consonancia 
con las ideas hoy predominantes, se ha desplazado el eje de referencia hacia el consumidor 
jurídico - quien es el que recaba la tutela jurisdiccional -  más que colocarlo en el vértice 
del operador (juez o abogado) del fenómeno litigioso involucrado."2) Responde 
solidariamente a la más conveniente función razonablemente posible, del lado del 
consumidor e, igualmente, del lado del profesional accionado, con los concurrentes 
beneficios para el órgano destinatario de la prueba."Si como con acierto se ha 
puntualizado, en principio y como regla, no es otro que el médico y no el enfermo el que 
mejor conoce "cuál fue la situación al comienzo de la atención, qué terapia era la más 
conveniente de acuerdo con el diagnóstico, qué dificultades se presentaron, con qué medios 
técnicos disponían, cuáles fueron las causas probables de la frustración, qué rol le cupo a la 
entidad sanatorial", la norma insinuada recoge esa evidencia de la situación real para 
reglamentarla en la asignación de un deber de cooperación (carga) que no significa, de por 
sí, atribuir culpa en el obrar del médico en el caso. "3) Las dos anteriores se enlazan, así 
mismo, con la incidencia económica que tanto CALABRESI, como ALPA en su contexto 
más global y reparando en la dimensión social que lleva hoy la mayoría de los fenómenos 
jurídicos, advierten con claridad (;..).(Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 
Julio 30 de 1992). 
Una tesis posterior opta por analizar los casos de falla médica bajo el principio de 
las cargas probatorias dinámicas, dependiendo en cada evento litigioso cuál de las partes está en 
mejores posibilidades de demostrar la falla en el servicio (Consejo de Estado. Sección Tercera.  
Sentencia de marzo 22 de 2001).    
Así las cosas, el Consejo de Estado ha reconocido que en efecto hay casos en que se admite 
a inversión de la carga de la prueba en el personal médico asistencial y presumirse la falla, habrá 
eventos en que las partes estarán en posibilidad de probar los hechos materia del litigio (Consejo 
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de Estado. Sección Tercera. Sentencia de mayo 22 de 2008)  y, habrá otros casos en que ciertos 
hechos que constituyen la falla o el nexo causal pueden ser resultado de la prueba indiciaria a 
partir de hechos ya probados en el proceso judicial (Consejo de Estado. Sección Tercera. 
Sentencia de Junio 14 de 2001).  
Al respecto ha señalado el Consejo de Estado:  
(…) De manera reciente la Sala ha recogido las tesis de la presunción de falla médica, o de 
la distribución de las cargas probatorias de acuerdo con el juicio sobre la mejor posibilidad 
de su aporte, para acoger la regla general que señala que en materia de responsabilidad 
médica deben estar acreditados en el proceso todos los elementos que la configuran, para lo 
cual se puede echar mano de todos los medios probatorios legalmente aceptados, cobrando 
particular importancia la prueba indiciaria que pueda construirse con fundamento en las 
demás pruebas que obren en el proceso, en especial para la demostración del nexo causal 
entre la actividad médica y el daño. En cuanto a la prueba del vínculo causal, de manera 
reciente se precisó la necesidad de demostrar el vínculo causal entre el daño y la actuación 
médica, que haga posible imputar a la entidad que prestó el servicio, el daño por el cual se 
demanda indemnización, el cual puede ser acreditado de manera indirecta, mediante 
indicios (…)(Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de mayo 22 de 2008).  
De igual manera:  
(…) Observaciones que se refieren a las dificultades que ofrece para el demandante la 
demostración de la falla del servicio, se han hecho respecto de la prueba de la relación de 
causalidad existente entre el hecho de la entidad demandada y el daño del cual resultan los 
perjuicios cuya indemnización se reclama. En efecto, también en ello están involucrados 
elementos de carácter científico, cuya comprensión y demostración resulta, en ocasiones, 
muy difícil para el actor.  Por esta razón, se ha planteado un cierto aligeramiento de la 
carga probatoria del demandante, a quien, conforme a lo dispuesto en el artículo 177 del 
Código de Procedimiento Civil, corresponde demostrar los supuestos de hecho del artículo 
90 de la Constitución Política, que sirve de fundamento a sus pretensiones. Lo anterior 
puede observarse en la sentencias del 3 de mayo de 1999, Exp. 11169 y en  sentencia del 7 
de octubre de 1999, Exp. 12655. Se observa, que, tratándose de la relación de causalidad, 
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no se plantea la inversión –ni siquiera eventual– del deber probatorio, que sigue estando, 
en todos los casos, en cabeza del demandante.  No se encuentra razón suficiente para 
aplicar, en tales situaciones, el citado principio de las cargas probatorias dinámicas.  Se 
acepta, sin embargo, que la demostración de la causalidad se realice de manera indiciaria, 
siempre que, dadas las circunstancias del caso, resulte muy difícil –si no imposible– para el 
demandante, la prueba directa de los hechos que permiten estructurar ese elemento de la 
obligación de indemnizar. En la valoración de estos indicios tendrá especial relevancia el 
examen de la conducta de las partes, especialmente de la parte demandada, sin que pueda 
exigírsele, sin embargo, que demuestre, en todos los casos, cuál fue la causa del daño, para 
establecer que la misma es ajena a su intervención.  En efecto, dadas las limitaciones de la 
ciencia médica, debe aceptarse que, en muchas ocasiones, la causa de la muerte o el 
empeoramiento del paciente permanece oculta, aun para los propios médicos. Por lo emás, 
dicha valoración debe efectuarse de manera cuidadosa, teniendo en cuenta que –salvo en 
casos excepcionales, como el de la cirugía estética y el de la obstetricia, entre otros, que 
han dado lugar a la aplicación de regímenes de responsabilidad más exigentes para el 
demandado– los médicos actúan sobre personas que presentan alteraciones de la salud, lo 
que implica el desarrollo de diversos procesos en sus organismos, que tienen una evolución 
propia y, sin duda, en mayor o menor grado, inciden por sí mismos en la modificación o 
agravación de su estado, al margen de la intervención de aquéllos.  Solo resta advertir que 
el análisis de la causalidad debe preceder siempre al de la existencia de la falla del servicio, 
en los casos en que ésta se requiere para estructurar la responsabilidad de la entidad 
demandada (…) (Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de Junio 14 de 2001).  
Para el año 2005, la postura jurisprudencial hace énfasis en la responsabilidad subjetiva 
mediante falla probada, manifiesto a través de dos sentencias. La primera de ellas cuya 
exponente es Ruth Stella Correa P (MP), en la cual se señala que: 
La Sala considera que los eventos de responsabilidad patrimonial del Estado por la 
prestación del servicio médico de Obstetricia no pueden ser decididos en el caso 
colombiano bajo un régimen objetivo de responsabilidad; que en tales eventos, la parte 
demandante no queda relevada de probar la falla del servicio, sólo que el hecho de que la 
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evolución del embarazo hubiera sido normal, pero que el proceso del alumbramiento no 
hubiera sido satisfactorio constituye un indicio de dicha falla (Consejo de Estado, 2005).  
En la segunda sentencia, la Magistrada en mención, profiere que no existía “fundamento 
normativo para considerar que, en tales eventos, la parte demandante quedaba exonerada de 
probar la existencia del elemento de la responsabilidad” (Consejo de Estado, 2005).  Hace 
referencia a lo anterior, en el caso donde el Consejo de Estado condenpo al Municipio de Cali, 
Hospital Básico Primitivo Iglesias, por la muerte de una gestante, al no recibir atención médica 
idónea, oportuna y eficiente al momento del parto; así mismo faltó suministro de sangre al 
momento de presentar un shok hipovolémico por una hemorragia producida con posterioridad al 
nacimiento del bebé. 
En el 2007, el Consejo de Estado, responsabilizó al ISS por practicar una histerectomía a 
una paciente, sin verificar el estado de gravidez con la debida antelación; a ello se suma que no 
hubo mediación a través del consentimiento informado. Así las cosas, el que admita la falta de 
consentimiento informado se asume como daño autónomo, lo que genera el derecho de 
reparación, porque la persona debe tener la libertad y el conocimiento acerca del procedimiento 
que se le va a practicar, de tal manera autónoma decida si se somete o no a la intervención o 
tratamiento.  
En el 2008 el Consejo de Estado, estableció la responsabilidad de Caprecom, bajo el 
régimen de falla del servicio por muerte de un bebé por desprendimiento intrauterino, ello como 
resultado de una valoración incorrecta de la gestante. Ante este caso el Consejo hizo las 
siguientes aseveraciones:  
En los eventos de responsabilidad médica – obstétrica, el demandante deberá probar tofos 
los elementos de la responsabilidad. Si el desarrollo del embarazo se dio en condiciones 
normales y sin complicaciones médicas o patológicas, se  origina un indicio de la presencia 
de falla del servicio en el acto obstétrico. Dicho indicio sería demostrativo de la relación 
fáctica entre la conducta médica y el daño, así como entre este último y la falla del 
servicio. El indicio de la falla se construye a partir de la demostración, a cargo del actor, de 
que el embarazo tuvo un desarrollo normal, para concluir que fue en el momento del parto 
que se presentó una falla en la atención médica. A la entidad le corresponde contraprobar 
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lo demostrado por el actor. En este fallo se da la aplicación de la técnica de indicio como 
fuente probatoria (Consejo de Estado, 2008). 
En otra sentencia del mismo año 2008, se condenó al Hospital Regional de Buenaventura 
por la ausencia de bolsas de sangre de sangre en el momento en que una paciente padeció de 
hemorragia uterina, circunstancia que, en criterio mayoritario de la Sala, constituyó una falla del 
servicio médico asistencial, motivo por el cual se condenó al 100% de las pretensiones 
solicitadas en la demanda. En este caso se dio un amplio debate sobre la aplicación de la perdida 
de oportunidad (Garzón Rodríguez, 2015, p. 26). 
En los casos del 2008, la Sección Tercera, aborda diferentes posturas, la aplicación de un 
régimen de culpa probada, donde el actor debe probar la falla del profesional o la entidad 
hospitalaria;  el régimen objetivo de falla presunta, que exonera al accionante de la carga 
probatoria.  
La prueba indiciaria, utilizada como mecanismo para probar la falla del servicio, ante la 
dificultad de allegar el material probatorio determinante e irrefutable que vaya orientada a 
alcanzar la certeza respecto de la idoneidad del acto médico, que le permitan al fallador 
pronunciarse en derecho y justicia especialmente para el paciente afectado. En este sentido 
la jurisprudencia de esta corte frente al régimen probatorio de la responsabilidad endilgada 
al Estado por el servicio médico obstétrico ha sido abordada con una particularidad 
especial a diferencia del régimen general, en aras de facilitar la prueba de los elementos 
estructurales de la responsabilidad, flexibilizándola admitiendo su comprobación de 
manera indiciaria (Serrano & Tejada,  2014).   
En el 2009, el Consejo de Estado señala que la culpa exigida no es la personal o subjetiva 
del funcionario, sino la culpa orgánica o subjetiva del ente administrativo, es decir, la causada 
por el servicio mismo, independientemente de que se identifique su autor humano, pues se juzga 
al servicio más no a la persona en particular; lo que para algunos tratadistas se denomina la falla 
anónima del servicio o la violación de una obligación a cargo de la administración (Consejo de 
Estado, 2009).  
 En el 2010 el Consejo de Estado a través de la Sección Tercera, se pronuncia acerca de la 
prueba indiciaria, dentro de las diferentes tesis abordadas señala el decaimiento de la postura del 
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régimen objetivo, que exoneraba las partes de comprobar la falla del servicio, no obstante sobre 
el hecho de de que el desarrollo del embarazo haya sido normal, constituye un indicio de dicha 
falla (Garzón Rodríguez, 2015, p. 29). 
Para el 2011, la jurisprudencia y la doctrina, en este sentido reconocen que a través de la 
prueba indiciaria el juez puede encontrar la probabilidad de la existencia del nexo causal ante la 
ausencia de prueba directa (Ruíz, 2013).  
En el 2012, se reafirma la posición de un régimen de responsabilidad de falla del servicio 
pero con manejo de prueba indiciaria. Para este período se manejan los siguientes postulados, la 
deducción de la responsabilidad de las entidades estatales frente a los daños sufridos en el acto 
obstétrico, a la víctima del daño que pretende la reparación le corresponde la demostración de la 
falla que acusa en la atención y de que tal falla fue la causa del daño por el cual reclama 
indemnización, es decir, debe probar: (i) el daño, (ii) la falla en el acto obstétrico y (iii) el nexo 
causal” (Garzón Rodríguez, 2015, p. 30 – 31).  
En el 2013, el Consejo de Estado se acoge a la Teoría de la pérdida de una oportunidad que 
se aplica como técnica de facilitación probatoria, al respecto se manifestó que la pérdida de 
oportunidad debe ser resarcida como un perjuicio autónomo e independiente del daño final. 
Afirmó que esta tesis se soporta bajo los lineamientos propios de una falla en el servicio, 
soportado en que la pérdida de oportunidad aparece cuando es imposible demostrar un nexo 
causal entre el daño padecido por la víctima y la actuación de la Administración. Así las cosas 
ante la imposibilidad de imputar a la administración con total certeza el daño causado, resulta 
ineludible que el juez haga un estudio y análisis estadístico y, a partir del acervo probatorio, 
determine el porcentaje en el cual el afectado restó sus probabilidades de salir mejor librado de 
los hechos que envuelven el caso. Lo que lleva inmerso el tema de una justa reparación al 
afectado (Consejo de Estado, 2013).  
En términos de indemnización, hace referencia el Consejo de Estado a la indemnización 
como daño autónomo y la de daño sufrido en una proporción reducida, en consideración al 
porcentaje de oportunidad perdida. Al respecto señala el Consejo de Estado:  
El daño autónomo: según esta corriente, la pérdida de la oportunidad es un perjuicio con 
identidad propia diferente del perjuicio final. Desde esta perspectiva, la oportunidad en sí 
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misma representa un interés digno de protección. Se trata de un bien distinto a la ventaja 
final esperada o el perjuicio que se quería evitar, y por eso se le distingue de daños 
materiales, en sus modalidades de daño emergente y lucro cesante. Esta concepción parte 
de la base que ese chance u oportunidad puede ser valorada económicamente. Respecto a la 
naturaleza de ese perjuicio autónomo, asimismo, se han trazado tres entendimientos 
diferentes. De un lado se sostiene que la oportunidad es una pérdida de carácter 
patrimonial, que no obstante se trate de un bien que está destinado a desaparecer, su 
naturaleza económico siempre justifica la necesidad resarcitoria.  
Factor de imputación o instrumento de facilitación probatoria: de acuerdo con este 
enfoque, la pérdida de oportunidad tiene aplicación cuando no fue posible demostrar un 
nexo causal directo entre una falla del servicio médico y el daño final que sufrió el 
paciente, sin embargo, existía una probabilidad significativa de que el resultado dañoso no 
se hubiera presentado de haber mediado una atención médica oportuna y adecuada. Postura 
de especial relevancia para el tema en estudio, en tratándose de analizar la carga probatoria 
que le compete a las partes (Consejo de Estado, 2013). 
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera- Sub sección 
B. Consejero Ponente Danilo Rojas Betancourth. Bogotá D.C Abril 30 de 2014.  
Reitera que la jurisprudencia aplica por regla general en materia de responsabilidad 
médica, deben acreditarse los tres elementos (daño, la actividad médica y el nexo de causalidad), 
sin perjuicio de que para la demostración, sobre todo del tercer elemento, las partes puedan 
valerse de todos los medios de prueba legalmente aceptados, cobrando particular importancia la 
prueba indiciaria, así lo demuestran pronunciamientos tales como: Consejo de Estado, Sección 
Tercera, sentencias de 31 de agosto de 2006, exp. 15.772, C.P. Ruth Stella Correa Palacio; de 3 
de octubre de 2007, exp.16.402, de 30 de julio de 2008, exp. 15.726, C.P. Myriam Guerrero de 
Escobar, de 21 de febrero de 2011, exp. 19.125, C.P. (e) Gladys Agudelo Ordoñez, entre otras. 
Considera el Consejo que los casos a través de los cuales se establece la responsabilidad 
del Estado por falla médica, tiene diferentes modos de explicar y justificar los daños causados a 
las personas, de ahí que la existencia de mecanismos de distribución del riesgo diferentes a la 
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adjudicación, pueden contribuir eficazmente a la eliminación de la tensión existente entre las 
aspiraciones de la justicia distributiva y la justicia correctiva.  
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección 
B. Danilo Rojas Betancourth. Bogotá D.C. Marzo 5 de 2015. 
En lo que respecta a la imputabilidad del daño a la administración, el Consejo de Estado a 
través de su Sección Tercera, señaló que así como la Constitución Política de 1991 no privilegió 
ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, tampoco podía la 
jurisprudencia establecer un único título de imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas 
semejanzas fácticas entre sí, ya que éste puede variar en consideración a las circunstancias 
particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez 
estime relevantes dentro del marco de su argumentación.  
El modelo de responsabilidad estatal establecido en la Constitución de 1991 no privilegió 
ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez la labor de definir, frente a cada 
caso concreto, la construcción de una motivación que consulte razones, tanto fácticas como 
jurídicas, que den sustento a la decisión que habrá de adoptar. Por ello, la jurisdicción 
contenciosa ha dado cabida a diversos “títulos de imputación” como una manera práctica de 
justificar y encuadrar la solución de los casos puestos a su consideración, desde una perspectiva 
constitucional y legal, sin que ello signifique que pueda entenderse que exista un mandato 
constitucional que imponga al juez la obligación de utilizar frente a determinadas situaciones 
fácticas un determinado y exclusivo título de imputación. En consecuencia, el uso de tales títulos 
por parte del juez debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de 
presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios 
constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado (Consejo 
de Estado, S.C.A., Sección Tercera, Sala Plena, sentencia de 19 de abril de 2012, exp. 21515, 
C.P. Hernán Andrade Rincón, reiterada en la sentencia de 23 de agosto de 2012, exp. 23219, del 
mismo ponente.).  
Con base en lo anterior, no todos los casos en los que se discuta la responsabilidad del 
Estado por daños derivados de un supuesto de hecho que guarde semejanzas deben resolverse de 
la misma forma pues, se insiste, el juez puede –en cada caso concreto- válidamente considerar 
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que existen razones tanto jurídicas como fácticas que justifican la aplicación de un título de 
imputación o una motivación diferente.  
La Sección Tercera del Consejo de Estado ha consolidado una posición en materia de 
responsabilidad del Estado por la prestación del servicio de salud, en virtud de la cual aquella es 
de naturaleza subjetiva, advirtiendo que es la falla probada del servicio el título de imputación 
bajo el cual es posible configurar la responsabilidad estatal por la actividad médica hospitalaria, 
de suerte que se exige acreditar la falla propiamente dicha, el daño antijurídico y el nexo de 
causalidad entre aquella y éste. 
En materia médica, para que pueda predicarse la existencia de una falla, la Sala ha 
precisado que es necesario que se demuestre que la atención no cumplió con estándares de 
calidad fijados por el estado del arte de la ciencia médica, vigente en el momento de la 
ocurrencia del hecho dañoso. Del mismo modo, deberá probarse que el servicio médico no ha 
sido cubierto en forma diligente, esto es, que no se prestó el servicio con el empleo de todos y 
cada uno de los medios humanos, científicos, farmacéuticos y técnicos que se tengan al alcance. 
Consentimiento Informado.  
Es considerado como un presupuesto de lex artis y, por lo tanto, un acto clínico, cuyo 
incumplimiento puede generar responsabilidad.  
Es una de las máximas aportaciones que el derecho ha realizado a la medicina. Es un 
derecho humano primario y a la vez una exigencia ética y legal para el médico. Salvo las 
circunstancias excepcionales que se analizan, sólo el paciente es el titular de este 
personalísimo derecho. Debe prestarse antes del acto médico y es revocable sin formalidad 
alguna. Si bien en la mayor parte de los casos el consentimiento es oral, existe una 
tendencia a documentarlo por escrito. Estos protocolos deben ser de base genérica y 
completarse en función de las características de cada caso. La validez del consentimiento 
se extenderá hasta donde haya llegado la información. El deber de informar alcanza a las 
consecuencias y riesgos que razonablemente se puedan prever, pero no sobre los 
excepcionales (Galán Cortés, 1999, p. 5). 
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Como parte del Derecho en Medicina, el Consentimiento Informado, como hecho de 
comunicación, aporta dos tipos de verdad: la objetiva y subjetiva. La primera de ellas es la 
verdad científica, que se ajusta estrictamente a los hechos de forma cuantificable y con cierto 
grado de precisión. La verdad subjetiva hace referencia a la interpretación que tiene cada persona 
de su situación particular, edificada sobre sus valores, creencias y en fin, su estructura mental y 
psicosocial. El consentimiento informado en esta área de la salud, se alimenta entonces de la 
comunicación asertiva porque depende de la información técnica y científica y de la apropiación 
e interpretación que de ella haga la comunidad (Franco Peláez, p. 50).   
En el contexto colombiano, el consentimiento informado es una herramienta jurídica clave 
en la relación médico – paciente. Ahora bien, la discusión acerca del consentimiento informado 
con relación al acto médico, ha suscitado controversia y análisis jurisprudencial en temas tales 
como: el menor discapacitado; las investigaciones científicas; el consentimiento sustituto; el 
hermafroditismo; la intervención del juez de tutela; la esterilización; la donación de órganos; 
entre otros.  
Historia Clínica. 
La normatividad en Colombia la ha definido como un documento de registro obligatorio de 
las condiciones de salud del paciente, relacionando los aspectos científicos,  técnicos y 
administrativos referidos al diagnóstico, tratamiento y rehabilitación del paciente. La 
información debe consignarse simultánea o inmediatamente después de cada acto médico (Ley 
23 de 1981, Artículo 34).  
Desatender las anotaciones de historia clínica constituye una omisión susceptible de 
sanción disciplinaria y que en el evento de resultados insatisfactorios del acto médico, pueden 
culminar en una condena judicial, pues la historia clínica constituye prueba reina de la evolución 
que tuvo el paciente. Se entiende que la documentación de los procedimientos médicos desde el 
punto de vista científico, es el registro del diagnóstico y del plan de manejo de la enfermedad, lo 
que incluye resultados de exámenes, imágenes diagnósticas, fórmulas médicas, etc. El 
documento debe ser diligenciado tanto por personal médico profesional como asistencial de 
auxiliares y técnicos que intervengan en la atención del paciente, pues éstos también tienen la 
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obligación de consignar sus conceptos, observaciones y acciones implementadas durante la 
prestación del servicio (Ministerio de Salud, 1999).  
En la historia clínica sólo deben consignarse observaciones sobre el estado de salud y 
evolución del paciente y no anotaciones de auditoría médica u hospitalaria de carácter 
administrativo. Así  mismo, se trata de un documento privado que define la relación médico-
paciente y que constituye un elemento de prueba sobre el desarrollo del acto médico, sometido a 
reserva porque los datos allí consignados sólo interesan al médico, al paciente  y a sus familiares, 
por ello el acceso a ella es limitado al paciente, al equipo médico y paramédico que lo asiste y a 
las autoridades judiciales, administrativas y auditores médicos (Chacón Pinzón, 2004, p. 155). 
Con base en lo anterior, la historia clínica constituye un medio de prueba, de ello también 
se desprende que no sea facultativo del médico y su personal diligenciarla o no (Ley 23 de 1981, 
Art. 34), pues la consignación de todas las etapas del acto médico y todas las atenciones 
suministradas al paciente de forma cronológica y permanente constituye además un principio de 
ética médica, y por eso, la omisión a este deber legal, su modificación, alteración u ocultamiento, 
puede generar no sólo sanción disciplinaria al profesional sino también responsabilidad penal por 
incurrir en falsedad en documento privado y responsabilidad civil. Errores comunes que se 
cometen en el diligenciamiento de la historia clínica, están relacionados con el número de 
identificación del documento, no se usa una caligrafía legible, no aparece la hora de evolución 
del paciente, no es legible la firma del médico tratante, imprecisiones en la hora y fecha de 
ingreso del paciente hospitalizado,  motivo de la atención, estado del paciente al egresar al centro 
hospitalario, clasificación de la enfermedad, uso de abreviaturas, pacientes con cuadro crítico sin 
anotaciones de evolución, espacios en blanco, tachones y enmendaduras, alusión  a situaciones 
de orden administrativo, etc. (Chacón Pinzón, 2004, p. 162) 
En materia jurisprudencial en Colombia se ha considerado la historia clínica como un 
documento público que da fe de la atención recibida por el usuario de servicios de salud y de la 
que no recibió, esto es, las omisiones que pueden dar lugar a las fallas médicas que la justicia 
contencioso administrativa condena (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Agosto 10 de 2005), así como las características y exigencias que la convierten en prueba 
determinante de la responsabilidad (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso administrativo. 
Enero 28 de 2009).  
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De igual manera la jurisprudencia ha insistido en la reserva de la historia clínica como una 
modalidad de protección del derecho a la intimidad del paciente, con las limitaciones que a este 
derecho impone la colisión con otros derechos fundamentales de su núcleo familiar o el interés 
público (Corte Constitucional, Sentencia T – 158 A). Así  mismo, se han puntualizado las 
excepciones al carácter de reservado que tiene el historial clínico, de modo que terceros 
afectados puedan acudir a la vía judicial y obtener la historia clínica de un familiar fallecido para 
ventilarla como prueba de la atención que recibió (Corte Constitucional, Sentencia T –1148 de 
noviembre 21 de 2008). Incluso, en estos eventos, la jurisprudencia constitucional ha señalado 
que la oponibilidad de la historia clínica a los familiares de un paciente fallecido que pretenden 
demandar lo que consideran una falla médica, constituye una negación del derecho de acceso a la 
administración de justicia y con ello, del derecho de información (Corte Constitucional, 
Sentencia T –044 de enero 29 de 2009).   
A manera de síntesis se expone el siguiente cuadro en el cual se evidencia la evolución 
jurisprudencial respecto a la responsabilidad del Estado Colombia frente a la falla médica.  
Cuadro 1. Evolución Jurisprudencial respecto a la responsabilidad del Estado Colombiano frente a la falla médica 
Consejo de Estado (a partir de 1991) 
La responsabilidad extracontractual del Estado 
a causa de la prestación del servicio médico, 
determinación de factores que generan los 
daños antijurídicos que debe juzgar y resolver 
la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.  
Una de las primeras posturas fue la de la falla 
probada o falla del servicio, la que le 
corresponde al paciente afectado probar la 
culpa del galeno o de la entidad hospitalaria 
que generó el daño.  
Consejo de Estado. 1993.  
Predomina el régimen de la falla presunta. Se 
demuestra el hecho dañoso y la relación de 
casualidad se evidencia como consecuencia de 
un hecho imputable a la administración.  
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Consejo de Estado. 1994 
Responsabilidad endilgada por el régimen de 
falla del servicio.  
 
También se dio la aplicación al régimen de la 
carga dinámica de la prueba, es decir, le 
incumbe al actor comprobar los hechos en que 
funda su pretensión y al demandado la prueba 
de los hechos que excusan su conducta. 
 
Se pasa de un favorecimiento de los médicos a 
las víctimas.  
Consejo de Estado. 1995 Se profieren fallos bajo diferentes criterios  
Consejo de Estado 1996.  Retorna la Falla del servicio. 
Consejo de Estado. 1997  Régimen de falla presunta. 
Consejo de Estado. 1998 Régimen de responsabilidad objetiva. 
Consejo de Estado. 2000. 
La responsabilidad médica tiende a ser 
objetiva 
Consejo de Estado. 2005.  
Se pasa a la responsabilidad subjetiva 
mediante la falla probada. 
Consejo de Estado. 2007.  
Omisión del consentimiento informado (daño 
autónomo).  
Consejo de Estado. 2008  
Responsabilidad bajo régimen de falla del 
servicio.  
Régimen de culpa probada 
Régimen objetivo de falla presunta 
Consejo de Estado. 2009.  
Responsabilidad extracontractual del Estado 
por falla del servicio. 
Consejo de Estado. 2010.  Régimen objetivo. 
Consejo de Estado. 2011– 2015 
Falla prestación del servicio. Responsabilidad 
subjetiva. 
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Consejo de Estado. 2012 
Régimen de responsabilidad de falla del 
servicio pero con manejo de prueba indiciaria.  
 
A la víctima del daño que pretende la 
reparación le corresponde la demostración de 
la falla que acusa en la atención y es por dicho 
daño que reclama indemnización.  
 
Se debe probar: el daño, la falla en el servicio, 
el nexo causal.  
Consejo de Estado. 2013.  
Teoría de la pérdida de oportunidad, se aplica 
como una técnica de facilitación probatoria.  
La Pérdida de oportunidad debe ser resarcida 
como un perjuicio autónomo e independiente 
del daño final.  
La tesis se soporta bajo los lineamientos de 
falla en el servicio, la pérdida de oportunidad 
ante la no posibilidad de demostrar el nexo 
causal entre el daño padecido por la víctima y 
la actuación de la administración.  
Justa reparación al afectado.  
Consejo de Estado. 2014. 
Reparación del daño a la salud 
Liquidación del daño a la salud 
Medidas de reparación integral  
Consejo de Estado. 2015.  
No privilegió ningún régimen de 
responsabilidad extracontractual  
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9 CONCLUSIONES  
 
En Colombia la responsabilidad médica es de medio más no de resultado, por ende el 
desempeño profesional del médica cuenta con un respaldo jurídico manifiesto a través de la Ley 
23 de 1982 y la Ley1438 de 2011.  
Los elementos fácticos  para establecer la responsabilidad por falla médica, son: el daño 
antijurídico, la falla del servicio (acción u omisión) y relación de causalidad. 
Se confirma la hipótesis afirmativa, porque se evidencia la evolución de la jurisprudencia 
en la responsabilidad del Estado por falla médica en Colombia. 
En Colombia, la responsabilidad del Estado por falla médica por regla general es subjetiva, 
por tanto requiere de probar la falla en el servicio médico y deben evidenciarse los tres elementos 
(daño antijurídico, la omisión o el actuar doloso o culposo del actor y la relación de causalidad). 
Como se evidencia en la evolución jurisprudencial el tipo de responsabilidad varía de 
acuerdo a los hechos, de ahí que en se presente fluctuación entre la falla presunta y la probada; 
por ende entre la responsabilidad objetiva y subjetiva, pero con prevalencia de la última. 
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